Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 14 minutos) 
- Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


SEÑORA SECRETARIA.- Se da cuenta del proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes por el que se declara el 28 de mayo de cada año “Día del Trabajador de la Industria 
Frigorífica”, correspondiente a la Carpeta N* 1511/2009 - Distribuido N* 3178/2009. Se trata de un 
proyecto de ley, con exposición de motivos, de los señores Representantes nacionales José Luis 
Blasina y Luis José Gallo. 


Asimismo, se da cuenta de que se reparte el Distribuido 3180/2009 con documentos 
presentados por el Instituto Uruguayo de Derecho Procesal, relacionados con la Carpeta N* 1403 del 
proyecto de ley por el que se establece la abreviación de los procesos laborales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Informamos a los señores integrantes de la Comisión, que se encuentran en 
Antesala los miembros de la Comisión Redactora del Anteproyecto de Abreviación de Procesos 
Laborales, designada por la Suprema Corte de Justicia. Les habíamos solicitado un informe en virtud 
de las sucesivas reuniones que mantuvimos con la doctora Mangarelli, pero nos sugirieron concurrir 
personalmente a esta Comisión porque no tenían tiempo de procesar reuniones y elaborar un texto. De 
modo que, si todos los señores Legisladores están de acuerdo, los invitamos a pasar. 


(Ingresan a Sala los miembros de la Comisión Redactora del Anteproyecto de Abreviación de Procesos 
Laborales) 


- Tenemos el honor de recibir a los miembros de la Comisión Redactora del Anteproyecto de 
Abreviación de Procesos Laborales designada por la Suprema Corte de Justicia, a los efectos de que 
nos brinde su opinión -no como iniciativa, porque dicho Poder no tiene esa facultad- la que será tenida 
en cuenta en la elaboración del texto de la ley. Atentos a que ya recibimos a la profesora Mangarelli 
-quien dio su parecer sobre la redacción que este Cuerpo tiene a consideración, intervención esta que 
hicimos llegar a nuestros invitados- los integrantes de esta Comisión, que habían solicitado un texto por 
escrito, consideran importante escuchar las opiniones de quienes nos visitan, en el entendido de que 
fueron ellos mismos quienes sugirieron que era conveniente presentarse en el día de hoy. 


SEÑOR ERMIDA.- Voy a iniciar una brevísima exposición y luego mis colegas realizarán algún otro 
comentario o agregado. 


Como bien dijo el señor Presidente de esta Comisión, nosotros somos miembros de la 
Comisión Redactora que constituyó la Suprema Corte de Justicia conjuntamente con el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social y con el Instituto de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, de la 
Facultad de Derecho. La Suprema Corte de Justicia designó en su representación a la doctora Rossi, 
Ministra del Tribunal de Apelaciones de Trabajo, y al doctor Fernández de la Vega -que en el día de hoy 
no se encuentra presente- e invitó al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y a la Facultad de 
Derecho a nombrar sus propios representantes. Dicho Ministerio designó a los doctores Héctor 
Zapirain y Octavio Racciatti, que hoy no ha asistido; por su parte, la Facultad de Derecho designó a 
quien habla Director del Instituto de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, y al profesor Hugo 
Fernández, que en el día de hoy tampoco está presente. 


Quiero señalar que de los seis miembros de la Comisión Redactora, cinco son también 
miembros del Instituto de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social de la Facultad de Derecho. Es 


decir que aunque actúen en este caso en representación del Poder Judicial o del Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social, da la casualidad, o no, de que profesores de Derecho del Trabajo son también 
miembros del Instituto de Derecho Laboral. 


El proyecto tiene un objetivo muy claro fijado por la propia Corte y compartido por la Facultad 
de Derecho y por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social: abreviar la duración de los juicios 
laborales. Y para eso el proyecto crea dos estructuras procesales, dos tipos de juicios: uno normal en 
materia laboral y otro más abreviado para los asuntos laborales de bajo monto. 


En primer lugar, quisiera referirme a la importancia del proceso laboral y de la justicia del 
trabajo. En concreto, la importancia central está en la eficacia del Derecho del Trabajo, de la legislación 
laboral. No ganamos nada si tenemos muy buenas leyes laborales y declaramos legislativamente 
magníficos derechos de los trabajadores si no hay Jueces que los apliquen, que los hagan cumplir y 
que se los garanticen rápidamente, en tiempo. Allí está la función y la importancia de la justicia del 
trabajo y del proceso laboral, que dependen de la rapidez, la celeridad y la autonomía. ¿Por qué la 
celeridad? Por la situación particular del trabajador, que normalmente no tiene medios de vida y al que, 
si tiene razón en su reclamación, se le está debiendo el pago de un trabajo que ya realizó. 
Actualmente, el trabajador uruguayo que realiza una reclamación judicial tiene la perspectiva de dos, 
tres, cuatro y, a veces, hasta cinco años de espera para que haya una sentencia firme en la Justicia. 
Hay dos instancias, una eventual tercera instancia entre comillas, si el asunto llega a casación ante la 
Suprema Corte de Justicia, y hasta una cuarta instancia de ejecución de la sentencia, si el empleador 
condenado no paga voluntariamente. Esto, en realidad, no es debido proceso; más bien se parece a 
denegación de justicia para quien se encuentra en un estado de necesidad. Pero es peor que esto, 
porque la deuda laboral hoy es la más barata del mercado. Si un empleador deja de pagar a su 
trabajador, no tiene ningún recargo automático, como lo tengo yo si dejo de pagar las facturas de UTE 
o de OSE, los tributos municipales, las deudas de mi tarjeta de crédito o un préstamo que obtuve en un 
banco. Estas dos circunstancias -la duración del juicio y el hecho de que la deuda laboral es la más 
barata del mercado- funcionan como un estímulo al empleador a no pagar y a someter al trabajador a 
una espera. En definitiva, el que obtiene el empleador al no pagar es un crédito muy barato. Y por otro 
lado, es un estímulo al trabajador a aceptar transacciones ruinosas, porque si yo estoy necesitado y 
cobrar lo que me deben me va a llevar dos, tres o cuatro años -si tengo suerte y gano el juicio- es 
lógico que voy a aceptar una transacción por mucho menos. Es decir que el trabajador va a terminar 
aceptando cobrar, por ejemplo, el 20% de créditos que la ley había definido como irrenunciables y de 
orden público. 


A todo esto hay que agregar que para el Estado, como Caja, como Tesoro Nacional, es un 
dispendio sin sentido poner en funcionamiento todo el aparataje de la Justicia, todo lo que cuestan los 
tribunales, más un bufete de abogados de un lado y un estudio jurídico del otro, para resolver si el 
empleador realmente le debía el equivalente de US$ 2.000 a aquel trabajador. Sería más barato 
extenderle un cheque al reclamante y que no obligara al Estado a generar todo ese gasto. Por eso, en 
materia laboral, la sentencia tardía no es justicia nunca, aunque sea correcta en su contenido; es 
siempre denegación de justicia. Digo más: la sentencia tardía en materia laboral es la más eficaz 
desregulación, encubierta. Podemos tener una ley muy protectora pero, en la medida en que sea 
aplicada por Jueces sin sensibilidad o que, por las razones que fueren, demoran tres o cuatro años en 
resolver, esto termina operando como una desregulación de la ley. De aquí la importancia de la 
celeridad y de la autonomía. ¿Qué es la autonomía? Para garantizar esa rapidez y esa eficacia, la 
justicia del trabajo y el proceso laboral deben ser autónomos; no puede tratarse del mismo proceso que 
se aplica a las causas civiles y comerciales por la necesidad de rapidez y porque, también, están en 
juego derechos muy particulares que responden a un derecho autónomo. La experiencia mundial 
demuestra que el proceso común, civil o comercial, no es hábil para garantizar la eficacia del derecho 
del trabajo. Uruguay es el único país de América Latina que confía el proceso laboral al proceso civil 
común. En todos los demás países de la región el proceso laboral tiene una legislación propia, 
diferente e independiente, por tres razones. Una de ellas es la necesidad de rapidez, como ya vimos. 
La segunda tiene que ver con el concepto de igualdad. El proceso civil plantea la idea de la igualdad de 
las partes ante el Juez y la ley, mientras que el derecho del trabajo parte del supuesto contrario, esto 
es, de que hay una desigualdad entre empleador y trabajador que debe ser corregida. Por algo la 
Constitución establece que el trabajo está bajo la protección especial de la ley. Esa desigualdad 
también debe ser considerada durante el proceso, porque se mantiene, ya que por lo general el 
empleador tiene medios, acceso a buenos abogados, etcétera, lo que no siempre ocurre desde el lado 
del trabajador al que, además, en todos los casos su necesidad lo lleva a estar apurado para cobrar. 
Por eso el proceso civil, a partir de esa suposición de igualdad, concede muchos plazos, muchas 
posibilidades de recursos, de revisiones, y atiende muchas formalidades. En materia laboral esto no 


puede ser así porque hay que atender a un sujeto débil. De ahí que en materia laboral -y esto no es un 
invento nuestro, sino que está recogido por la doctrina universal- se habla del principio de desigualdad 
compensatoria; el proceso debe compensar esa desigualdad. Finalmente, la última razón radica en que 
el proceso es un instrumento para aplicar una ley, la ley laboral principal, que es protectora. Entonces, 
debe ser aplicada con un procedimiento apropiado. Debemos entender que el procedimiento no es un 
fin en sí mismo; el juicio es un instrumento para hacer aplicar la ley principal, que es la ley protectora 
en materia laboral. Por ejemplo, el martillo y la tijera son instrumentos útiles que todos tenemos en 
casa. Ahora bien; si intento clavar un clavo con una tijera, voy a tener dificultades, del mismo modo que 
si pretendo cortar prolijamente una hoja con el martillo. Esto pasa con el proceso civil aplicado a la 
solución de conflictos laborales. Se requiere un instrumento apropiado a la finalidad de garantizar 
derechos de protección a la parte más débil, que es el trabajador. 


Por otro lado, el artículo 36 de la Carta Internacional Americana de Garantías Sociales exige 
-y Uruguay no lo viene cumpliendo- que haya un proceso y un órgano judicial apropiados para los 
asuntos laborales. 


En función de lo antedicho, ¿qué hace el proyecto? Como señalé, en primer lugar instituye 
dos procesos laborales autónomos e independientes. En segundo término, establece principios 
interpretativos propios -no los del Derecho Procesal Civil- tomados del Derecho Laboral para evitar que 
las formalidades dejen sin efecto la protección de los derechos sustantivos que están en juego y para 
garantizar la eficacia de estos derechos. Por ejemplo, es por esta razón que en aplicación del principio 
de desigualdad compensatoria, la omisión del empleador de asistir a la audiencia se pena de una 
manera distinta a la del trabajador; si este último no concurre a la audiencia, se archiva el expediente y 
debe empezar todo de nuevo, pero si es el empleador el que falta, se entiende que acepta la demanda 
del trabajador, salvo que -obviamente- demuestre una razón de imposibilidad para concurrir. En tercer 
lugar, el proyecto abrevia los plazos, porque no es posible acortar el juicio sin hacer lo propio con los 
plazos. De todos modos, la abreviación de los plazos no es tan importante. Por ejemplo, acota el 
tiempo para contestar la demanda y para apelar, pero los plazos fijados son los que ya estuvieron 
vigentes en el Uruguay a partir del decreto ley N” 14.188, que fue el que en 1974 instauró un proceso 
laboral autónomo. Bajo esa ley ejercí diez años y nunca tuve dificultades para apelar o contestar la 
demanda. Es más, en el plazo de cinco días hábiles para contestar la demanda -es una banalidad, 
pero es útil- siempre cae un fin de semana, con lo cual, el que tiene necesidad porque está corto de 
tiempo, lo aprovecha para hacer su escrito, estudiar, etcétera. 


Por otra parte, a la conciliación administrativa previa del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social no se le fijó un plazo, sino que se estableció que si demoraba más de treinta días, el trabajador 
quedaba en libertad de seguir intentándola en el Ministerio o actuar judicialmente en forma directa. Es 
decir que si el trabajador siente que lo están engañando o demorando inútilmente, después de los 
treinta días puede ir directamente a la Justicia; si abriga alguna expectativa que puede ser interesante, 
no tiene ninguna obligación de iniciar el juicio y continúa las tratativas en el Ministerio. 


En este proyecto de ley también se trata de concentrar la sentencia para que sea en suma 
líquida y se evite un nuevo juicio. En la actualidad, después de que el Juez determina que el trabajador 
tiene derecho a cobrar una indemnización equis por despido, como normalmente la sentencia no fija la 
cifra con exactitud, hay que hacer una especie de procedimiento o juicio adicional para determinar la 
suma; es lo que se llama liquidación o ejecución de sentencia. En esta iniciativa se establece que el 
Juez tendrá que calcular eso y fijar una cifra exacta. Igualmente, el trabajador ya tenía la obligación de 
reclamar una cifra exacta. Me parece que decir que el Juez no está en condiciones de hacer ese 
cálculo es casi un agravio. ¡Cómo no va a poder hacerlo, si en los exámenes de Facultad al estudiante 
se le pide habitualmente que calcule la indemnización por despido o determinado rubro laboral de un 
trabajador que gana tal cantidad de dinero! 


Asimismo, se trata de racionalizar la apelación estableciendo que el empleador que se 
propone apelar y generar una segunda instancia, debe depositar el 50% de la condena a la orden del 
Juzgado. Quiero aclarar que aquí no se cercena el derecho de apelar, sino que simplemente se dice 
que el empleador condenado que quiere apelar, debe hacer un depósito que funciona como un 
racionalizador de la apelación. La experiencia indica que el mayor porcentaje de las apelaciones es 
realizado por demandados condenados, simplemente para alargar el tiempo y para que la sentencia en 
segunda instancia ratifique lo de la primera. Entonces, a lo que se apunta es a que solamente apele 
aquel que tiene alguna posibilidad más o menos seria de ganar, aquel que tiene un 50% de 
posibilidades de revertir un primer fallo y no aquel que tiene un 1% y que utiliza metódicamente la 


apelación como una forma de estirar más el proceso. Quiero decir, además, que esto no fue inventado 
por nosotros, sino que está tomado del Derecho comparado. En las legislaciones española, mexicana, 
brasileña y argentina, entre otras, se exige el depósito del 100% de la condena, y no del 50%. Es más, 
en el caso de la República Dominicana se exige el depósito del doble de la condena. Nosotros hemos 
sido bastante más moderados y hemos establecido el 50%, es decir, la mitad de la condena. Por lo 
demás, hay que agregar que la segunda instancia no es un requisito de los pactos internacionales de 
derechos humanos, sino que su carácter de derecho humano fundamental surge de estos documentos 
solamente en Derecho Penal, en el que está en juego la libertad del imputado, no así en las demás 
materias en que el principio del debido proceso no supone, en ningún caso, una segunda instancia, 
sino el derecho a ser escuchado y a tener la posibilidad de defenderse ante una autoridad imparcial 
como son, normalmente los Jueces, por lo menos en nuestro país. Una filosofía similar anima la 
previsión de una multa del 20% de recargo para el empleador condenado, con el objeto de evitar que la 
deuda laboral siga siendo la más barata del mercado. Con esto se procura que litigar no sea buen 
negocio. 


Hay que agregar, además, que se prevé un proceso sumario más breve, en una sola 
instancia, para los asuntos laborales de menor cuantía, es decir, los muy pequeños. El monto para este 
proceso de única instancia y única audiencia se estableció en la cifra de $ 81.000, que es la misma que 
está vigente para la competencia de los Juzgados de Paz. Por tanto, los Juzgados de Paz son 
competentes en asuntos de hasta $ 81.000, como lo acordó la Suprema Corte de Justicia y está 
vigente desde hace por lo menos un año. En concreto, se quiso alinear la distribución material de 
competencias en cuestión laboral a lo que la Suprema Corte de Justicia y el sistema judicial uruguayo 
vienen aplicando últimamente. 


Finalmente, si bien aquí termina la explicación y defensa del proyecto, en la exposición de 
motivos se aclara algo que es fundamental y tan importante -o más- que el propio proyecto. No hay un 
proceso exitoso sin buenos Jueces que lo apliquen, de modo que si me dan a elegir entre buenos 
Jueces y un buen proceso -sin poder optar por los dos- escojo los buenos Jueces, aun con un mal 
proceso. Por eso, por un lado se agrega que esto requiere una capacitación especial de los Jueces en 
materia laboral y, por otro, la creación de juzgados adicionales especializados, sobre todo para el juicio 
sumario de menor cuantía. Al respecto, quiero recordar que ya en la última Rendición de Cuentas, este 
Parlamento aprobó la partida presupuestal necesaria para la creación de juzgados laborales de menor 
cuantía o de instancia única. 


En resumen, se apunta a algo que el doctor Couture había dicho hace mucho tiempo: el 
principio de igualdad ante la ley es una suposición jurídica. En la realidad es necesario compensar la 
desigualdad también dentro del proceso, de tal modo que el litigante más poderoso no pueda desviar y 
entorpecer los fines de la Justicia. A esta vieja enseñanza del Derecho Procesal uruguayo apunta, 
desde nuestro punto de vista, el proyecto que hemos tenido el honor de elaborar. 


SEÑOR MOREIRA.- Mientras escuchaba a nuestros invitados, estaba leyendo algunas de las críticas 
que le hace al proyecto la doctora Mangarelli, que creo pertenece también al mismo Instituto de 
Derecho Laboral. Y también estaba leyendo un informe del Instituto Uruguayo de Derecho Procesal, 
donde surgen algunos comentarios importantes al anteproyecto. Ahora tenemos dos proyectos, uno de 
ellos de la Suprema Corte de Justicia. No tengo bien claro cómo fue el proceso, pero creo que la 
Suprema Corte de Justicia participó y después elaboró uno nuevo. 


Escuchaba al doctor hablar de un Derecho Procesal Laboral autónomo, pero los 
procesalistas -o, por lo menos, el Instituto- no coinciden con eso. Mientras escuchaba la exposición - 
repito- estaba tratando de leer el informe que se nos había enviado, que dice que debe evitarse 
confundir la existencia de un Derecho Laboral sustantivo, autónomo, cuya necesidad es innegable, con 
un proceso laboral autónomo que, reiteramos, solo se justifica en países que no han logrado completar 
reformas integrales. Del mismo modo, no se debe confundir justicia laboral especializada, para todos 
necesaria, con proceso laboral autónomo, cuya implantación vulnera los postulados que impulsaron 
nuestra reforma procesal en 1989. En varias consideraciones se manifiestan muy críticos de la idea de 
establecer procesos laborales tan específicos y tan diferentes al proceso general que hoy, 
prácticamente, es el mismo para los juicios laborales que para los civiles ordinarios. 


Con relación a lo que el doctor Ermida decía sobre la defensa de la parte más débil de la 
relación, que es el trabajador -no siempre es así, pero en general podemos admitir que sí lo es- quiero 
mencionar lo que afirmó la doctora Mangarelli hace quince días, a cuyo juicio algunos artículos no 


consiguen el efecto deseado de proteger al trabajador. Concretamente, la doctora hacía referencia a 
que el acortamiento de determinados plazos puede obrar no a favor del empleador sino en su contra. 
Sobre ese punto señaló que el plazo para la contestación de las excepciones, que es de tres días 
hábiles, se dificulta porque al trabajador, en general, es al que más le cuesta tener un asesoramiento 
calificado y, en definitiva, ese plazo resultaría demasiado exiguo para responder a las excepciones. Lo 
mismo ocurre con el plazo de cinco días para apelar, ya que por ser también muy exiguo jugaría en 
contra de ambas partes, es decir, no sólo del empleador, sino también del trabajador. 


Por otra parte, la doctora Mangarelli sostuvo que el plazo que tiene el demandado para 
contestar la demanda es muy corto, ya que se redujo de treinta días corridos a diez días hábiles. 
Asimismo, se podría decir que lo establecido en cuanto a la no comparecencia a la audiencia preliminar 
implicaría una lesión al principio de igualdad, por lo que se estaría violando la Constitución. 


Con respecto a lo que decía el doctor Ermida sobre la liquidación de la condena en la misma 
sentencia, la doctora Mangarelli señaló que, en muchos casos, sería materialmente imposible, 
fundamentalmente en aquellas demandas que involucran a muchos trabajadores. En esas 
circunstancias sería materialmente imposible actuar, de acuerdo con la opinión de la jurista, y estaría 
de acuerdo en establecer un plazo más breve en un procedimiento especial, pero no en la misma 
sentencia de condena. Por otra parte, también se señaló la inconstitucionalidad del depósito del 50% 
para el caso de que el empleador quisiera apelar. 


Sin duda, se trata de críticas muy severas al proyecto y, por lo tanto, me gustaría escuchar 
una desestimación de esas observaciones -al menos sobre esos puntos específicos- porque hoy 
tenemos también a consideración un proyecto muy diferente que ha presentado la Suprema Corte de 
Justicia, que  -confieso- aún no he tenido tiempo de analizar. 


En síntesis, me gustaría confrontar las opiniones de una integrante del Instituto que el doctor 
Ermida preside con la de los catedráticos aquí presentes. 


SEÑOR ERMIDA.- En primer lugar, no deseo monopolizar el uso de la palabra, porque seguramente 
mis colegas querrán realizar puntualizaciones muy importantes. De todas maneras, a mi juicio, ya he 
contestado en mi exposición todas las observaciones hechas por el señor Senador Moreira y podrán 
constatarlo en la versión taquigráfica correspondiente. Concretamente, me he referido a los plazos para 
apelar y a la capacidad del Juez para liquidar la sentencia; al respecto puedo mencionar mi propia 
experiencia, ya que he ejercido durante diez años con esos mismos plazos que, obviamente, nosotros 
no inventamos. Durante esos diez años de ejercicio nunca me vi impedido de presentar o contestar una 
demanda en virtud de que el plazo fuera excesivamente estrecho. De todas maneras, quisiera hacer 
una aclaración con respecto a uno de los primeros aspectos que señaló el señor Senador Moreira en el 
sentido de que los procesalistas no estarían de acuerdo con la idea de un proceso laboral autónomo. 
Quiero dejar constancia de que, efectivamente, la mayor parte de los procesalistas que actúan hoy en 
el Uruguay tienen una posición de defensa de la exclusividad del Código General del Proceso. Sin 
embargo, si bien hoy en día eso es así, no siempre ha sucedido lo mismo; si analizamos la historia del 
Derecho Procesal uruguayo, vemos que sus figuras más importantes han sostenido justamente la 
posición contraria, que es la que también defendemos nosotros. Uno de esos juristas fue Couture, que 
siempre afirmó -lo hizo en múltiples trabajos- sin desviarse un ápice de su posición, que en materia 
laboral se requería un proceso absolutamente autónomo. Según decía, debía ser “autónomo como 
ninguno”. Esto lo demostró en los hechos cuando elaboró su célebre Proyecto de Código de 
Procedimiento Civil, considerado una obra maestra, en el cual excluyó expresamente la materia 
laboral, porque sostenía que ella debía considerarse mediante otro procedimiento totalmente distinto. 


A su vez, el doctor Barrios de Ángelis, otro profesor famoso, muy citado especialmente por 
los procesalistas, en su obra mayor sobre Teoría del Proceso dice expresamente que el proceso único 
es inviable porque tiene que adecuarse al derecho que debe garantizar. Si bien podría citar ejemplos 
en materia de derecho de familia, de arrendamientos y desalojos, pone uno en materia laboral y dice 
que, en ese caso, no funciona lo del proceso único. Además, la idea del proceso único es un mito, 
porque aun dentro del Código General del Proceso hay decenas o veintenas de procesos diferentes, 
por lo que el hecho de que esté o no allí es otra historia. Hay otras razones para que esté fuera, que 
tienen que ver con la influencia de los principios del derecho sustantivo a aplicar sobre el mecanismo 
instrumental utilizado para garantizarlo. Esto es lo que quería señalar acerca de las distintas 
observaciones que realizó el señor Senador Moreira. 


SEÑORA ROSSI.- Refrendando lo que expresaba el profesor Oscar Ermida, efectivamente, hoy existe 
alguna previsión especial que tiene que ver con lo laboral y hace a la posibilidad de pensar que dentro 
del propio Código General del Proceso hay particularidades para el proceso laboral, pero que son 
insuficientes. Voy a poner un ejemplo de esta insuficiencia. El Uruguay cuenta con un Derecho Positivo 
sustantivo de corte protector para el trabajador, que parte de la realidad de que en la relación jurídica 
sustantiva el trabajador y el empleador están distanciados en su fuerza negocial, tanto cuando 
constituyen el vínculo como en la etapa de su ejecución. Esa diferencia negocial se proyecta a la hora 
del proceso y sigue existiendo. El empleador se puede defender de otra manera y puede haber 
preconstituido prueba a su favor, pues tiene todos los documentos que testimonian la relación de 
trabajo, mientras que el trabajador no. A eso hay que agregar que los créditos laborales tienen 
naturaleza alimentaria y que existe un mandato constitucional de protección a ellos. El Código General 
del Proceso puso a todos los procesos en la misma bolsa y, si bien se acordó reglamentar un par de 
particularidades para el proceso laboral y otras materias de carácter social, se olvidaron algunas muy 
importantes como, por ejemplo, las consecuencias de la incomparecencia del trabajador a la audiencia 
preliminar. En este sentido, el Código General del Proceso trata por igual la comparecencia de las 
partes a la audiencia preliminar para cualquier materia. 


Ahora bien, considero que el Derecho sustantivo laboral está plagado de normas de orden 
público, prohibitivas, que dicen a las partes, expresa o tácitamente, que no pueden negociar o que el 
aguinaldo y las horas extras se generan de cierta manera y esos son derechos a los que el trabajador 
no puede renunciar. Sin embargo, al regular la audiencia preliminar, el Código General del Proceso 
olvida esto y, cuando el trabajador no concurre a ella, el Juez tiene la posibilidad de dar por desistido al 
actor de la pretensión y no de la acción. Quiere decir que la batería de normas protectoras en el ámbito 
del Derecho sustantivo desaparece por el hecho de que, por ejemplo, el trabajador no haya podido ir a 
la audiencia preliminar. 


Este no es más que un ejemplo de lo que puede llegar a ser un olvido. Como los principios 
que informan el Código General del Proceso son los mismos para todas las materias -es decir, para 
cualquier derecho sustantivo que esté en juego- actualmente los Jueces aplican esta norma 
invariablemente y declaran desistido de su pretensión al trabajador que no fue a la audiencia sin 
justificar los motivos por los cuales no lo hizo. Claramente, esta norma choca con el Derecho 
sustantivo porque, justamente, en un proceso autónomo la idea es que se tienda a cuidar ese tipo de 
aspectos. Esto es lo que quería manifestar en cuanto a la autonomía. 


En lo que tiene que ver con los plazos, su acortamiento en el anteproyecto de ley forma parte 
claramente de una de las soluciones para reducir todo el proceso. Ahora bien, debemos indicar que 
este acortamiento hace a los plazos de todos los operadores y no solamente de la parte demandada, 
que habitualmente es el empleador. Todos los plazos de todos los operadores están acortados. 


SEÑOR MOREIRA.- A este respecto quiero señalar que la doctora Mangarelli decía, justamente, que el 
acortamiento de los plazos podía perjudicar los derechos de los reclamantes -no de los demandados- 
porque serían demasiado exiguos para contestar excepciones o para apelar. En ese sentido, mi 
referencia tenía que ver no con el empleador sino con el trabajador. 


SEÑORA ROSSI.- Para diseñar un proceso más corto, indefectiblemente se debe sacrificar algo. Ahora 
bien; los procesos más cortos no necesariamente son sinónimo de falta de garantías. Los plazos más 
cortos suponen algún sacrificio y, en este caso, lo deberán hacer los operadores jurídicos. ¿A qué 
sacrificio me refiero? A trabajar más y con mayor rapidez. En síntesis, la idea de este anteproyecto de 
ley es que los operadores jurídicos -todos y no solamente uno de ellos- trabajen más y con mayor 
rapidez. A tal punto es así, que la iniciativa presenta novedades importantes respecto de los plazos. 
Por un lado, acorta plazos para el actor, para el demandado y para el Juez, pero, por otro, dispone 
plazos que no existen actualmente en el ordenamiento procesal del Código General del Proceso. Por 
ejemplo, se pone un plazo al Juez para fijar la audiencia única, lo que constituye una novedad muy 
importante, porque quizás fuera uno de los canales por los cuales discurrían las situaciones de 
injusticia comparativa de los procesos. Voy a explicar por qué digo esto. Si bien la última estadística de 
la Suprema Corte de Justicia indica que la duración promedio del juicio laboral es de diecisiete meses, 
hay Juzgados de Primera Instancia que terminan el juicio y dictan la sentencia en seis o siete meses, 
mientras que otros demoran más de dos años. En consecuencia, indicar en la ley cuál es el tiempo 
para fijar la primera audiencia es una manera de parificar el tiempo que podría escurrirse en esa 
instancia. A partir de esta norma, todos los Jueces, sean rápidos o lentos, tengan buena o mala Oficina, 
tendrán que fijar la audiencia en sesenta días. 


Otra innovación que contiene este anteproyecto de ley es que también se pone plazo a la 
Oficina -que es otro operador jurídico- instancia en la que sí se escapa el plazo. A modo de ejemplo -y 
este es uno de los cuestionamientos que hizo la doctora Mangarelli- quiero referirme al tiempo que 
lleva la elevación del expediente desde la primera hasta la segunda instancia. En algunas situaciones, 
este tiempo es increíble: el Juez dicta la sentencia, una de las dos partes apela, se sustancia el recurso 
de apelación, el Juzgado de Primera Instancia tiene que elevar, y ese acto le lleva uno, dos o tres 
meses. A veces, ese tiempo es menor, pero, de todas maneras, lleva algunos meses. Por eso, el 
anteproyecto de ley pone a la Oficina un plazo para la elevación. 


Por su parte, en el anteproyecto se establece un plazo al Tribunal de Apelaciones. Esto 
constituye otra gran innovación, pues permite el estudio conjunto y simultáneo por parte de todos sus 
Ministros, que es algo que no se da actualmente. 


Por último quiero hacer referencia a la sentencia. En lo que tiene que ver con la labor del 
Tribunal, el anteproyecto presenta tres innovaciones importantes. 


La primera innovación es el despacho saneador que, si bien está contemplado en el Código 
General del Proceso vigente, en el anteproyecto se introducen algunas diferencias. El actor presenta la 
demanda, el demandado la contesta y, en ese momento, el Juez dicta un despacho saneador. El 
Magistrado estudia la demanda y la contestación, fija en el despacho saneador el objeto del proceso y 
de la prueba e instrumenta todos los mecanismos necesarios para que el día de audiencia la prueba 
esté bien diligenciada. Esto tiene indudables ventajas, porque obliga al Juez a estudiar el expediente y 
le da la posibilidad de instrumentar el diligenciamiento de la prueba antes de llegar a la instancia de la 
audiencia. ¿Qué significa esto en los hechos? Significa que si hay testigos para citar, se los cite en el 
plazo de sesenta días, y que si hay oficios para diligenciar, el Juez proceda a hacerlo inmediatamente, 
dejando en el oficio expresa constancia de la fecha de la audiencia para que el oficiado se dé cuenta 
de que debe presentar antes la contestación. Esta es una primera innovación que tiene que ver con la 
labor del Juez. 


La segunda innovación es la posibilidad de dictado de la sentencia parcial. En la audiencia 
única, luego de haber estudiado el expediente, el Juez va a deducir si el demandado se allanó a uno o 
a varios rubros y, en función de eso, va a dictar otro auto o sentencia parcial mediante la cual ordenará 
el pago de los rubros reconocidos. Esto tiene una gran ventaja por sobre lo que ocurre hoy en día. 
Muchas veces, el empleador reconoce algunos rubros pero no los paga, porque se reserva esa 
obligación para el día que el juicio termine, lo que puede ocurrir doce meses o un año y medio 
después. Esta sentencia parcial tiene la ventaja de que una vez que el demandado contestó, el Juez 
ordena el pago inmediato de esos rubros, los liquida y los actualiza con los daños y perjuicios 
preceptivos. 


La última garantía que provee a la celeridad es la sentencia líquida que, tal como lo señaló el 
doctor Ermida, para el Juez no es -o no debería ser- una dificultad, porque todos los Jueces 
aprendimos a liquidar créditos laborales. El Juez, al dictar la sentencia definitiva, tiene los 
conocimientos suficientes como para realizar la liquidación; cuenta con una demanda líquida y dispone 
de una contestación líquida. Además, no debemos olvidar que las partes alegan antes del dictado de la 
sentencia, lo que le da la chance de volver a liquidar. La dificultad que puede tener el Juez es que se le 
presente un juicio plurisubjetivo, esto es -como decía el señor Senador- demandas de muchos 
trabajadores; sin duda alguna, esta situación le complica mucho la vida al Juez porque tiene muchos 
juicios juntos. Ahora bien, se lo complica tanto en los aspectos sustantivos como de liquidación. Vuelvo 
a decir que para tener un proceso más corto, se necesita sacrificio de todos los operadores y también 
del Juez; quizá, se tenga que poner a trabajar un poco más de lo que lo hace actualmente. 


SEÑOR MOREIRA.- Me gustaría recibir más información acerca de las tachas de inconstitucionalidad 
de la violación del principio de igualdad y del depósito del 50% para poder apelar, a que hizo referencia 
la doctora Rossi. 


SEÑOR ERMIDA.- En lo personal, no sé de dónde sale la posibilidad de una inconstitucionalidad en 
esa materia porque, como aquí se ha dicho, en este país hay más de un proceso que no permite una 
segunda instancia y, sin embargo, nunca se alegó su inconstitucionalidad. Del único que se la alegó -y 
así lo decretó la Suprema Corte de Justicia- fue del desalojo por mal pagador; en ese caso la situación 
es inversa, porque al no existir la posibilidad de apelar, es la parte débil -es decir, el desalojado por el 
no pago- la que queda sin poder recurrir. Como decía, ni en los Pactos ni en las Declaraciones de 


Derechos Humanos ni en la Constitución uruguaya aparece la segunda instancia como un derecho 
fundamental salvo, reitero, en materia penal, que no es lo que estamos discutiendo. 


Además, en este caso, no es una negación a la apelación; como máximo, estamos ante un 
desestímulo de la apelación injustificada. A la persona involucrada se le dice: “Si usted quiere apelar, 
deposite a la orden del Juzgado el monto de la condena”. Esto se hace para evitar esa práctica tan 
habitual de apelar porque sí, porque igual se sigue ganando dinero mientras dura el juicio. En este 
sentido recuerdo -y no porque fuera una mala enseñanza- lo que decía un gran profesor brasileño de 
Derecho del Trabajo, que además era abogado de muy importantes empresas: “Cuando llegan 
demandas fundadas contra una de las empresas que yo atiendo, aconsejo lo siguiente: “Usted hoy 
tenía que pagar tanto. Deposite eso a plazo fijo en un banco, que yo me encargo de hacer el juicio y 
procuraré que pague lo menos posible. Cuando deba abonar, saque el dinero del banco y pague; tal 
vez de ahí saque mis honorarios y, si tiene suerte, hasta le sobre dinero”. Esto es lo que pasa. Muchas 
de las apelaciones tienen esta finalidad y eso es lo que se intenta desestimular. Aquel que cuenta con 
algún serio porcentaje de probabilidades de que una sentencia de segunda instancia cambie lo que 
hizo la primera, va a apelar y tendrá su segunda instancia sin ninguna dificultad. Pero al que juega a 
apelar para hacer durar el juicio, le va a costar. 


Personalmente, no veo la inconstitucionalidad en algo que trata de desestimular una práctica 
que hoy en día en la mayor parte de los casos es viciosa y deja intacta la posibilidad de la apelación. 
¿Por qué? Porque no existe un pago, sino un depósito a la orden del Juzgado y nada más. 


Esto es cuanto tendría para responder sobre este punto en concreto. 


SEÑORA ROSSI.- Se hizo alusión a dos aspectos de posible inconstitucionalidad, así como también a 
la comparecencia o incomparecencia a la audiencia. 


Es cierto que en la solución del anteproyecto, las consecuencias de la incomparecencia del 
demandado son distintas. Si no comparece a la audiencia la parte actora, el Juez únicamente archiva 
las actuaciones; por el contrario, si la que no comparece es la parte demandada, el Juez puede tener 
por ciertos los hechos afirmados por el autor. Estas son las dos consecuencias. 


SEÑOR MOREIRA.- Tendrá por ciertos. 
SEÑORA ROSSI.- Es verdad, señor Senador; tendrá por ciertos los hechos afirmados por el autor. 


En primer lugar, sin duda que las consecuencias son distintas, pero no debemos olvidar que 
también lo era la situación procesal. A su vez, la relación sustantiva también era diferente. La 
desigualdad de la relación sustantiva permanece en la relación procesal. 


En segundo término, el Juez, en coherencia con el derecho sustantivo, no podría dar por 
desistido de la pretensión al trabajador. Repito, el derecho sustantivo le asegura al trabajador una 
batería de derechos que no puede perder o dejar por el camino por no comparecer a la audiencia 
preliminar. A eso obedece la solución de disponer del archivo de las actuaciones y no del desistimiento 
de la pretensión, como hoy lo dispone el Código General del Proceso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿No sería preciso agregar una coma y la expresión “sin perjuicio”? Cuando se 
lee rápidamente el texto, la idea no queda demasiado clara. Formulo esta sugerencia porque usted 
razona como jurista al decir que ese derecho no está perimido -por decirlo de algún modo- sino que 
luego, en función de los principios generales, puede instaurar nuevamente la demanda. Creo que el 
texto sería más claro si agregáramos la expresión “sin perjuicio”. Comprendo lo que señaló la doctora 
Rossi, aunque creo que es mejor dejarlo sentado expresamente. 


SEÑORA ROSSI.- El tercer punto que quería indicar tiene que ver con la consecuencia relativa a la 
incomparecencia de la parte demandada. En realidad, el anteproyecto no innova absolutamente nada, 
sino que reitera exactamente lo expresado en el artículo 340.3 del Código General del Proceso, cuando 
señala que el tribunal dictará sentencia de inmediato y tendrá por ciertos los hechos afirmados por el 
actor en todo lo que no se haya probado lo contrario. Reitero que se trata de la misma solución. 
Debemos apurarnos a decir que cuando el Juez tiene por ciertos los hechos afirmados en la demanda, 


no quiere decir que la esté amparando, sino que el material fáctico con el que va a trabajar para 
resolver, son los hechos de la demanda; después, será el Derecho el que analizará en función de esos 
hechos. Insisto en que ello no significa que el Juez ampare la demanda. 


Como ya dije, el anteproyecto no innovó en este tema, sino que repite exactamente lo que 
establece el artículo 340.3 del Código General del Proceso. 


SEÑOR ZAPIRAIN.- Quiero señalar que comparto totalmente lo expresado por mis compañeros de 
Comisión. Además, sobre este último aspecto quiero agregar que la redacción que se le dio al 
anteproyecto no exime al Juez de hacer una apreciación sobre el derecho que invoca la pretensión, en 
el sentido de si es o no adecuada. Esto no cambia absolutamente nada. 


Lo segundo que quiero trasmitir es más bien una aclaración. Este borrador o anteproyecto 
que elaboró la Comisión Redactora cuenta con el apoyo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
no solamente por la participación de sus delegados, sino también porque esta Cartera, antes de la 
creación de la Comisión Redactora, había iniciado un proceso de reforma del proceso laboral en el 
entendido de que había tres causas que lo estarían ameritando. Si bien muchas de esas causas fueron 
trasmitidas por mis colegas, quisiera repasarlas como una reafirmación de la necesidad de contar con 
un proceso laboral autónomo. 


En primer lugar, se ubican las demoras judiciales que ya fueron suficientemente explicitadas. 
En nuestro país, el promedio de los juicios laborales en primera y segunda instancia ronda los tres o 
cuatro años y, en caso de que exista casación, cinco años. 


La segunda causa, entre otras, es la inadecuación del procedimiento vigente, más allá de 
que el Código General del Proceso recoja principios propios elaborados por la Doctrina procesal 
laboral, así como algunos mecanismos que ya fueron mencionados. El procedimiento previsto ha 
revelado que es insuficiente para la protección de los derechos laborales. Es inadecuado, 
fundamentalmente, porque toda la estructura del Código General del Proceso se asienta en el principio 
de igualdad de las partes en el proceso, establecido en su artículo 4. Por consiguiente, esto incide en 
los demás institutos, en la valoración de la prueba y en otros aspectos. En tanto, el derecho sustancial 
respecto del cual deben ajustarse las normas procesales, parte de una base opuesta, que es la 
protección o la tutela del trabajador, es decir, parte de la desigualdad entre trabajador y empleador. Por 
lo tanto, esa naturaleza tutelar del Derecho de fondo, que es la razón, la esencia y el sentido de la 
existencia del Derecho del Trabajo, condiciona y exige una jurisdicción propia, específica, un 
procedimiento especializado. 


Y una tercera causa, que también está llevando a meditar alguna reforma, tiene que ver con 
que esa propia inadecuación que señalábamos ha llevado a un cierto decaimiento de la jurisdicción 
procesal laboral; ha perdido relevancia, eso es indudable. Después de la aplicación del Código General 
del Proceso, la jurisdicción laboral ha venido perdiendo relevancia e importancia, revirtiendo una 
tendencia que se había iniciado en la década del 60. Eso se refleja, como muy bien lo señala el 
profesor Barbagelata, en la falta de vocación y en una inadecuada preparación de muchos de los 
Magistrados que ocupan los Tribunales. Además, una cuestión que ha estado o está en el Foro, en 
general, es que aquellos Magistrados que ocupan los Tribunales Laborales y la propia jurisdicción 
laboral son considerados como de menor jerarquía. Todo ello ha contribuido, indudablemente, a ese 
descaecimiento. 


Quiero aclarar, finalmente, que el proyecto que está en estudio es el que salió de la 
Comisión, pero no es el que envió la Suprema Corte de Justicia. En efecto, si bien hace mención al 
trabajo de la Comisión, la Corte no envió ese proyecto que contó con el apoyo de los representantes de 
cada una de las partes que integraban la Comisión, porque en ese ámbito no hubo posiciones 
personales de los delegados, sino posiciones institucionales. Por lo tanto, quiero dejar ratificado que 
los delegados del Poder Ejecutivo o del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que participaron de 
esa Comisión cuentan con el apoyo de ese Ministerio. 


SEÑOR ABREU.- Voy a ser muy concreto, porque ya hemos escuchado las distintas posiciones y los 
asesoramientos que la Comisión está recibiendo. 


Aquí hay dos temas de fondo: la celeridad desde el punto de vista procesal y de la 
administración de la Justicia, que tiene que ver con los aspectos administrativos, y la celeridad que 
tiene que ver con los plazos procesales. Hay uno que no se ataca, obviamente, porque no es 
competencia de la ley: me refiero a cómo se solucionan los problemas de lentitud administrativa que, 
como sabemos los que ejercemos la profesión, son parte de una dinámica kafkiana, sobre todo en lo 
que implica la remisión de expedientes de un Juzgado a otro o al Tribunal de Apelaciones, etcétera. En 
cuanto al segundo tema, simplemente quiero señalar que la falta de celeridad no se soluciona 
acortando los plazos procesales; se puede buscar una forma de abreviarlos, pero en este caso me 
parece que se puede perjudicar no sólo el demandado, sino también el actor, porque hay ciertas 
normas en el proyecto que le imponen a este último determinada dinámica, cuando de alguna forma es 
el que debe tener, por la naturaleza tuitiva del Derecho Laboral, una mayor protección. Este proyecto 
establece que el plazo para contestar es de diez días hábiles; es un plazo corto, teniendo en cuenta 
que hay que elevar toda la prueba y que, además, el actual sistema fija un plazo de treinta días 
corridos. Por otra parte, el actor -que es el trabajador- dispone de tres días hábiles para contestar las 
excepciones, lo que desde nuestro punto de vista constituye un plazo muy corto, que puede fragilizar 
su capacidad de defensa. El plazo para apelar también es corto, de cinco días hábiles -y aquí se 
presenta una discusión- a partir de la fecha de dictada la sentencia, aunque tendría que ser desde su 
notificación. Con el señor Senador Lezama hemos compartido algunas inquietudes respecto a si el 
plazo para apelar se empieza a contar a partir de la sentencia o de su notificación. 


El segundo tema es el referido a las excepciones. Aquí se da a entender que todas las 
excepciones serán resueltas en la sentencia definitiva, incluso, en la sentencia de prescripción. 
Entonces, parecería que todo el proceso lleva un tiempo, cuando el Juez ya podría haber acogido la 
excepción de prescripción para evitar, entre otras cosas, la lentitud procesal o la excesiva carga de 
trabajo sobre la actividad jurisdiccional. 


Con respecto al depósito del 50%, tengo alguna duda. Cuando el Subsecretario Bruni 
compareció en la Comisión, aceptó que había ciertas observaciones sobre su inconstitucionalidad. Esto 
se debe, seguramente, a que se altera la igualdad de los comparecientes en el proceso. Es cierto que, 
al litigar, existe mucha tendencia a apelar, pero este no es el elemento que debe desalentarnos porque, 
entonces, estaríamos presumiendo, por la vía cuantitativa, que algunos aspectos pueden estar 
debilitados; hay que tener fuerza cualitativa y capacidad de argumentar en el ámbito del Derecho 
Laboral. Es decir que no podemos medir por la vía del 50%, en la parte cuantitativa, el fondo y las 
razones por las cuales uno de los comparecientes tiene el derecho como para litigar más allá de las 
presunciones que puedan existir. Esto deriva, obviamente, en una falta de igualdad de las partes y, 
desde mi punto de vista, más allá de la profundidad de los temas, podría ser analizado en el ámbito de 
la inconstitucionalidad. 


Por otra parte, en los procesos de menor cuantía -más allá de si los montos son de $ 81.000 
o de otra característica- me preocupa que se le exija al actor contestar las excepciones que conoce en 
la misma audiencia. El actor -que es el trabajador- en esa misma audiencia, sin tener ningún tipo de 
plazo ni tiempo, con esa debilidad o asimetría que existe en la relación laboral, se ve obligado a 
contestar las excepciones que se le plantean. Me da la sensación de que se fragiliza su posición. 


Esta es la última pregunta sobre el tema. Tengo la sensación de que con la buena intención de 
acortar el tiempo, quizás estemos fragilizando, en cierta forma, algunos aspectos de los derechos, 
precisamente, de los más débiles. 


La última reflexión está relacionada con los créditos litigiosos, que pueden tener varios 
componentes. Con respecto a este punto, considero que establecer un 20% sobre un crédito laboral - 
todos los créditos laborales pueden ser litigiosos; el salario base, obviamente, no puede ser discutido, 
pero los otros sí- como multa automática con un concepto de carácter global, es una forma de 
promediar una determinada sanción cuando, en realidad, no se tiene la posibilidad de analizarla en 
sus componentes. 


Todos estos temas fueron planteados a raíz de los asesoramientos. Ahora bien, me preocupa 
que confundamos el hecho de abreviar los plazos procesales con el de reducir las demoras 
burocráticas y no pensemos que, por acortarlos, podemos terminar fragilizando los derechos de los 
más débiles en algunos aspectos de la relación procesal. 


SEÑOR ERMIDA.- A propósito de algunas de las puntualizaciones del señor Senador Abreu, debo 
señalar que ya di mi opinión y la de la Comisión, por lo que no voy a insistir en eso, dado que 
terminaríamos en un intercambio sin sentido. Creo que en la versión taquigráfica quedarán claras las 
distintas posiciones o interpretaciones; por lo tanto, me voy a limitar a señalar aquello que agregue algo 
a la cuestión. 


Ahora bien, el hecho de que todas las excepciones se contesten al final, en la sentencia 
definitiva, con el riesgo de que haya algo que podría haberse solucionado antes, obedece a que hay 
una práctica de oponer excepciones, obligando a un verdadero juicio sólo para resolver esa situación 
interlocutoria y alargando así, tremendamente, todo el proceso. Además, el hecho de que todas las 
excepciones se resuelvan al final tampoco fue un invento de la Comisión, sino que se tomó una 
solución que había estado vigente en el país a partir del decreto ley N” 14.188, que estableció ese 
mismo principio. 


En lo que tiene que ver con el depósito del 50% por parte del demandado para poder apelar, 
si bien ya me expresé, quiero agregar el argumento de que, de alguna manera, es el costo que la 
segunda instancia tiene para el apelante; en definitiva, el proceso -cualquier proceso, no me refiero al 
laboral- está lleno de costos. Cualquier demandado en materia civil, comercial, etcétera, debe afrontar 
una serie de costos muy importantes para poder defenderse de una demanda o para poder apelar; 
pensemos en lo que significan los tributos, las vicésimas, etcétera. Lo cierto es que para tener derecho 
a una defensa judicial hay que disponer de una importante suma de dinero. Si esto lo vamos a 
considerar cuando se da solo para una de las partes y para evitar -en un juicio donde hay desequilibrio- 
un alargamiento inútil, habría que revisar todo el costo de la Justicia en materia civil y comercial. 


Por último, con respecto al 20% de recargo -es decir, a la multa automática- vale destacar 
que tampoco se trata de un invento de la Comisión. Es lo que se establece en la legislación financiera y 
tributaria vigente para los créditos del Estado. Ante cualquier deuda que se tenga con el Estado -OSE, 
UTE, tributos municipales, etcétera- se genera un 20% de recargo al primer día de atraso, más un 5% 
mensual acumulativo. En tal sentido, la Comisión no acordó -reconozco que yo era partidario de esa 
solución- agregar el 5% mensual acumulativo, lo que equipararía la importancia de la deuda laboral con 
la fiscal. Si me preguntan qué deuda es más importante, si la del Estado por concepto de tributos o 
servicios públicos brindados, o la generada ante un trabajador que ya cuenta con una sentencia judicial 
que declaró que tiene derecho a cobrar por un trabajo ya prestado, en lo personal, tengo más simpatía 
por la deuda con el trabajador. Lo cierto es que el proyecto está tomando como analogía la deuda con 
el Estado, la aminora sensiblemente y aplica ese porcentaje a la deuda con el trabajador. Aclaremos 
que no es cualquier crédito laboral litigioso, sino uno que un Juez decretó que correspondía pagar. 


Esto es cuanto tenía para agregar respecto de las observaciones planteadas por el señor 
Senador Abreu. 


SEÑORA ROSSI.- Quiero mencionar un par de detalles respecto a lo indicado por el Profesor Ermida 
sobre la preocupación del señor Senador Abreu. 


Sin dudas, los plazos establecidos son mucho más cortos que los actuales, y ello, como 
decía en mi anterior intervención, requerirá sacrificios de todos los operadores, incluyendo al trabajador 
y a su abogado. El abogado del trabajador que, para contestar una excepción, en esta estructura 
procesal tendría tres días en vez de diez, deberá trabajar más. Pero para abreviar realmente el 
proceso, necesariamente hay que reducir todos los plazos, incluidos los de operadores como el Juez y 
la Oficina. 


Quiero indicar especialmente que en la actualidad existen, por lo menos, dos estructuras 
procesales que se manejan con relativa frecuencia, que tienen plazos mucho más cortos que los del 
Código General del Proceso y funcionan muy bien. Concretamente me refiero a la acción de amparo de 
la Ley N* 16.011, que tiene un proceso mucho más breve, con plazos mucho más cortos que 
los del juicio ordinario, con algunos aspectos parecidos a los procesos de menor cuantía, como por 
ejemplo que la parte demandada contesta la demanda en audiencia. Reitero que esto funciona muy 
bien y que las partes y el Juez acompasan esos requerimientos legales. 


El otro ejemplo de desarrollo de proceso muy corto es el de tutela especial de la Ley N* 
17.940, de protección de la actividad sindical. Esta ley es de enero de 2006 y tenemos una buena 


cantidad de juicios tramitados con esta estructura procesal, que prevé plazos mucho más cortos e, 
insisto, ha funcionado bien. Es más, en ninguna situación ha supuesto cercenamiento de garantías. 


El último aspecto que quería señalar -que también es motivo de preocupación del señor 
Senador Abreu- es la cuestión de las excepciones resueltas en la sentencia definitiva. Como señalaba 
el profesor Oscar Ermida, esto no es un invento de la Comisión, sino que ya existía como solución en 
el decreto ley N* 14.188. Hoy por hoy ocurre así en muchas circunstancias, como por ejemplo cuando 
se discute la fecha de finalización de la relación de trabajo. En nuestro ordenamiento jurídico el despido 
no tiene formalidades, por lo que muchas veces queda en la indefinición cuándo fue que se produjo 
efectivamente; esto lleva a que no se pueda resolver la excepción de prescripción hasta que no se 
resuelva cuándo se produjo el despido y cuál fue la causa de finalización del vínculo laboral, y dentro 
de esta estructura procesal del Código General del Proceso, es común que los Jueces resuelvan en la 
audiencia preliminar diferir la excepción de prescripción para resolverla en la sentencia definitiva, junto 
con los temas de fondo. Así funciona actualmente, no voy a decir que en la mayor parte de los asuntos 
pero sí en muchos, y sin ningún inconveniente: se sigue tramitando el juicio y, en la sentencia definitiva, 
el Juez resuelve el punto, analiza cuál fue el motivo de la finalización de la relación de trabajo, fija la 
fecha y después evalúa la prescripción. 


SEÑOR ABREU.- Con respecto a las excepciones, no estoy cuestionando que se decidan al final; lo 
que digo es que para la celeridad y la eficiencia procesal, aun con la indefinición que puede existir con 
respecto de la iniciación del crédito a los efectos de la prescripción, el Juez puede ahorrar tiempo y 
proceso cuando está en condiciones de pronunciarse antes sobre la excepción de prescripción, y 
ahorrar también, así, un plazo de carácter procesal para todo el trámite final. No pretendo que las 
excepciones sean decididas antes, pero hay algunas sobre las que el Juez podría tener la posibilidad 
de decidir -como, por ejemplo, en el caso de la prescripción- lo que ayudaría enormemente para 
abreviar el proceso y aliviar la actividad jurisdiccional. 


SEÑOR ZAPIRAIN.- Voy a analizar dos aspectos que entiendo que, por lo menos, deberíamos 
clarificar. Uno de ellos tiene que ver con el plazo de la apelación. El artículo 17 establece un plazo de 
cinco días perentorios e improrrogables, y si la sentencia se dicta en audiencia, debe anunciarse. Esto 
ya existe actualmente en el Código General del Proceso, ya que hay que anunciar las sentencias 
interlocutorias. Pero, además, al decir que el plazo para interponer el recurso de apelación corre a 
partir del dictado de la sentencia cuando esta no se dicta en audiencia, ya queda fijado que se está 
estableciendo un plazo máximo de veinte días. Es decir que cuando la sentencia no se dicta en 
audiencia, se fija un plazo para ello y las partes quedan notificadas en la propia audiencia del día en 
que se dictará. Por lo tanto, la objeción que aparecía, principalmente en la intervención de la doctora 
Mangarelli, por lo menos en lo que me es personal creo que no tendría mayor asidero. 


La segunda cuestión sería la del juicio de menor cuantía. Más allá de que el monto está 
previsto -el vigente es el que tomó en cuenta la Comisión- realizamos un estudio, y luego de varios 
días de debate y de analizar todos los rubros, la Comisión llegó a la conclusión de que en ese monto 
debían ingresar los rubros más reclamados, tales como el no pago del salario, del salario vacacional o 
de la licencia y, en función del salario promedio, estar dentro de esos guarismos. 


Entiendo que probar todo esto es muy fácil, en la medida en que se hace con la planilla de 
trabajo y con los recibos; el no pago de salarios queda demostrado con la liquidación de haberes que 
se abonó. Por lo tanto, creo que esa observación, por lo menos, podría no tener mayor fuerza. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Quisiera formular, simplemente, una pregunta informativa. Ustedes han 
mencionado algunos elementos estadísticos sobre la demora en la tramitación de los juicios. En mi 
muy lejana experiencia curial, se demoraba mucho más en las notificaciones, en los diligenciamientos 
de un oficio al Banco de Previsión Social y en todo ese tipo de cosas, que en los propios plazos 
judiciales. En realidad, el plazo de entre tres o seis días terminaba siendo ilusorio, pues toda respuesta 
a una pregunta efectuada al Banco de Previsión Social demoraba meses, con suerte, y siempre que 
uno fuera a la oficina a agilitar la respuesta. Mi consulta apunta a saber si existe alguna estimación 
aproximada del valor relativo de cada una de estas instancias en las demoras, porque de pronto el 
plazo judicial de tres a seis días para las excepciones no es demasiado importante frente a ese otro 
tipo de demora que, por lo menos en mis viejos tiempos, era lo peor de todo. 


SEÑORA ROSSI.- Sin duda, por allí se escurre el plazo. 


Como mecanismo para intentar solucionar esa situación, el anteproyecto pensó en ese 
despacho saneador que dicta el Juez luego de tener la demanda y la contestación. Le dice al Juez que 
debe instrumentar todos los mecanismos necesarios para poder agotar el diligenciamiento de la prueba 
en esa audiencia única que debe fijar, indefectiblemente, en un plazo de sesenta días. Ello significa 
que el Juez debe utilizar toda su imaginación y todas las posibilidades para contar con los oficios antes 
de esa fecha, lo que implicará que la oficina los redacte dejando constancia de la fecha de la audiencia 
y de la fecha máxima en que deben volver contestados. 


En la actualidad, el Código General del Proceso tiene una solución, pero los Jueces no la 
ponen en práctica. El artículo 190.3 del Código General del Proceso refiere a la posibilidad del Juez, 
cuando alguno de los organismos oficiados no ha contestado, de indicar a uno de sus dependientes 
que se constituya en el lugar y releve la información. En esto se pensó al elaborar el anteproyecto, 
cuando se incluyó esa cláusula que establece que el Juez debe instrumentar los mecanismos 
necesarios para asegurarse de que se pueda agotar el diligenciamiento de toda la prueba en esa 
audiencia. 


SEÑOR ERMIDA.- Quisiera hacer una aclaración sobre lo que acaba de manifestar la doctora Rossi - 
que comparto absolutamente- con respecto a lo expresado por el señor Senador Sanguinetti. Tal como 
se ha dicho, hay demoras que son imputables a la indolencia de los actores del proceso -ya sea el 
Juez, los funcionarios o los abogados de una u otra parte- pero hay otras que corresponden a la 
burocracia -por decirlo de alguna manera- ya sea del tribunal o de instituciones externas, como ocurre 
en el ejemplo mencionado de los oficios enviados al Banco de Previsión Social o a cualquier otro 
organismo público o privado. El proyecto hace lo que está a su alcance, que es fijar plazos, no sólo a 
las partes y al Juez, sino también a la oficina; efectivamente, existen plazos fijados para la oficina, para 
la cosa burocrática, hasta donde puede llegar un proyecto de ley o una ley, en caso de que se 
aprobara. 


Pero hay otros dos elementos, uno de los cuales ya fue mencionado, que es el de la 
capacitación. Al finalizar nuestra exposición inicial hicimos un alegato muy importante sobre la creación 
de tribunales, que ya habían sido votados al aprobarse el Presupuesto, pero también debemos hablar 
de la capacitación de Jueces y de funcionarios, no sólo desde el punto de vista técnico, sino también 
de la sensibilidad social, en el sentido de que aquí se está jugando con problemas sociales que son 
urgentes y es necesario resolver con rapidez. 


Finalmente, hay un último elemento que no tiene que ver con este proyecto, que no se va a 
resolver ahora y que no es un tema de este momento, pero que debe ser mencionado en esta instancia 
para ser atendido en un futuro. Me refiero a la digitalización del proceso, y aclaro que no solo apunto a 
lo que se está experimentando ahora en materia laboral con la notificación electrónica, ya que esto es 
sólo la punta del ovillo. Obviamente, por algo hay que empezar y esa iniciativa nos parece muy buena, 
pero en este caso estoy aludiendo a la digitalización total del proceso, tal como sucede en algunos 
estados de Brasil hoy en día, donde no solo la demanda se presenta en forma electrónica, sino que a 
partir del primer acto electrónico, los abogados, además de tener un número de matrícula, también 
tienen una firma digital, al igual que los Jueces. Esa firma digital no es otra cosa que un código de 
acceso al sistema del Poder Judicial. A partir del momento en que se presenta el acto inicial de un 
proceso, cualquiera sea, hay un software que produce automáticamente la etapa siguiente, con lo cual 
se salvan todos esos tiempos muertos -que, tal como se mencionaba, pueden llevar meses- de pasaje 
del expediente de una oficina a otra o a otro tribunal que se encuentra a tres cuadras. Todo eso, algún 
día, se solucionará con el proceso electrónico. 


Quizás ese no sea un asunto para tratar ahora, pero me parece que en esta Comisión, cuyos 
miembros -que son figuras de peso- están preocupados por estos temas, es importante pensar que en 
un futuro el país tendrá que abordar una transformación de esa naturaleza. 


Finalmente, quisiera hacer dos breves puntualizaciones, quizás abusando un poco del tiempo 
que nos han dedicado los señores Senadores, lo cual agradecemos mucho. Uno de los aspectos a que 
quiero referirme tiene que ver con el tema de la autonomía del proceso laboral, tal como aquí 
plantearon algunos señores Senadores. Podríamos enfrascarnos en una discusión jurídica -de esas 
que a los juristas nos gustan- sobre la autonomía del Derecho Procesal del trabajo o del Derecho 
Procesal común, pero en este momento quiero apuntar a cuestiones prácticas, ya que de todos los 
países de América Latina, Uruguay es el único que no tiene un Derecho Procesal autónomo. No es 
posible que seamos nosotros los únicos que estamos en lo cierto y que todos los demás, sin 


excepción, estén equivocados. Menos aún pienso que sea así, teniendo en cuenta que ese proceso 
común, normal, que se aplica, hace que el juicio laboral se prolongue por dos, tres o cuatro años; 
evidentemente, algo está fallando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si bien hace mucho tiempo que no trabajo en materia jurídica, en esta etapa 
final de la Legislatura he debido intervenir en la discusión de la ley concursal, mediante la cual se 
establece un nuevo mecanismo para los concursos y demás. Al respecto -en realidad formulo esto 
como una pregunta, ya que no puedo tener el atrevimiento de decir que es así- allí se establecen 
distintos tipos de modificaciones de procedimiento, en función de la materia especial, a través de los 
cuales el Código General del Proceso va a poder abreviar la resolución de la materia concursal, tal 
como aquí se hace para la materia laboral. Es decir que se trata de un derecho especial con un 
procedimiento singular, que se modifica en función de esa especialidad. ¿Es esto así? 


SEÑOR ERMIDA.- Sin lugar a dudas, es así. 


El segundo punto que quería mencionar brevemente tiene que ver con el Instituto de 
Derecho del Trabajo y la Seguridad Social. Como es sabido, en otros países a este Instituto se lo llama 
Departamento, pero en todos los casos nos estamos refiriendo al conjunto de profesores de Derecho 
del Trabajo de la Universidad. Obviamente, al tratarse de más de cincuenta profesores, es imposible 
que haya unanimidad, pero evidentemente el Instituto ha apoyado y apoya este documento, este 
anteproyecto. Entonces, si esta Comisión del Senado o cualquier otra Comisión parlamentaria que en 
su momento deba considerar este proyecto, estima necesaria una reafirmación de la posición del 
Instituto o una ampliación de consideraciones, desde ya ponemos a la orden su presencia. Obviamente 
que no podrán asistir los cincuenta profesores del Instituto, pero sí el Director, el secretario, el 
asistente, los profesores grado 5 y también el Profesor Emérito Héctor Hugo Barbagelata que, si bien 
está jubilado, al ser la más alta figura viva del Derecho Laboral en el país y al estar muy activo, se 
sentiría muy gustoso de venir para discutir este tema y hacer su aporte en la materia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los miembros de la Comisión Redactora del 
Anteproyecto de Abreviación de Procesos Laborales. 


(Se retira de Sala la delegación de la Comisión Redactora del Anteproyecto de Abreviación de 
Procesos Laborales) 


- Dese cuenta de un asunto entrado. 


SEÑORA SECRETARIA.- Se da cuenta de una solicitud de audiencia de la Agrupación ex Obreros y 
Familiares Textil Ferrés, presentada por los señores Ruben Pressa, Norberto Arana y Gustavo 
Rodríguez, en relación con la aplicación de la Ley N* 18.033, diciendo que se entiende subsanable con 
la ley de reparación integral que próximamente se evaluará. Este proyecto de ley está a estudio en la 
Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Envíese a la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, sugeriría levantar la sesión que, en lo personal, 
había estimado que sería más corta. Por otra parte, no creo que podamos tomar una resolución en el 
día de hoy, ya que ni siquiera vamos a poder abordar la lectura del material que nos fuera entregado al 
inicio. 


SEÑOR MOREIRA.- Antes de finalizar quiero señalar que tengo más dudas que al principio. El 
comparativo contiene dos proyectos de ley, uno de los cuales podríamos denominar como el de la 
Suprema Corte de Justicia, aunque es claro que ésta no tiene posibilidad de iniciativa en esta materia. 
A su vez, contamos con un informe del Instituto de Derecho Procesal, que contiene opiniones que son 
contrarias. Entonces, como sinceramente considero que se trata de un proyecto de ley muy importante 
que realiza modificaciones sustanciales al proceso laboral, pienso que deberíamos invitar a los 
miembros de la Suprema Corte de Justicia y del Instituto Uruguayo de Derecho Procesal a efectos de 
escuchar sus puntos de vista. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero recordar a los señores Senadores que contamos con un material del 
Instituto Uruguayo de Derecho Procesal que tiene alrededor de cuarenta páginas y que todavía no he 
podido analizar, ya que acaba de ser entregado. 


SEÑOR MOREIRA.- Sí, señor Presidente, ya lo he observado, pero de cualquier modo pienso que es 
mucho más revelador escuchar que leer, porque nos da la oportunidad de preguntar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todos modos, quiero señalar que no es nuestra intención eternizar este 
proyecto de ley en la Comisión. 


SEÑOR ABREU.- Esa tampoco es nuestra intención. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entiendo que contamos con todos los elementos para resolver el tema. 
Además, debemos tener en cuenta que la iniciativa debe pasar a la Cámara de Representantes y ser 
sancionado allí antes del 15 de setiembre, fecha en que culmina el período legislativo. Por lo tanto, si 
bien no me opongo a la propuesta del señor Senador Moreira -quien está en todo el derecho de 
hacerla- me parece que ya en la próxima reunión deberíamos recibir a los invitados que se sugiere. 
Además, creo que en el caso de la Suprema Corte de Justicia el procedimiento es bastante complejo, 
porque primero deben nombrar un delegado en una Comisión para que opine sobre lo trabajado. 


Más allá de todo esto, propondría que en la próxima sesión también se discuta la aprobación 
en general del proyecto de ley, de modo que la discusión particular quede para la reunión siguiente y 
así finalizar con este tema. 


Considero que en este asunto hay dos concepciones en juego, una de las cuales -desde mi 
punto de vista, la que surge de este proyecto de ley- es la de legislar para mejorar la condición 
procesal de los juicios laborales, ayudando así a la parte más débil, tratando de eliminar las trabas y de 
que la justicia laboral se haga efectiva. Quizás se pueda discrepar con la iniciativa por entender que 
hay cosas que se pueden mejorar, pero no he visto ningún proyecto alternativo que lo haga. 


Lo relativo a las cuestiones de inconstitucionalidad sobre el depósito vinculado a la apelación 
y demás, me parece que ya fue explicado por los expertos y deberá dilucidarse en el momento en que 
se dé el proceso. 


SEÑOR MOREIRA.- Por supuesto que vamos a estudiar esta iniciativa de manera responsable. En lo 
personal, no coincido con las apreciaciones que se vertieron hoy, pero en presencia de los invitados no 
correspondía polemizar. 


De todas maneras, me parece importante escuchar la opinión de los miembros de la 
Suprema Corte de Justicia -que es el órgano máximo de uno de los Poderes del Estado- y de los 
catedráticos del Instituto de Derecho Procesal, que tienen una posición radicalmente opuesta respecto 
de la consideración de este proceso particular y autónomo, para luego hacer nuestra propia evaluación. 
En función de eso, para la próxima semana, estaríamos en condiciones de votar la iniciativa en general 
y en particular. Sé que hay premura en los tiempos, pero que estemos apurados no nos debe llevar a 
cometer errores. Muchas veces se nos ha hecho ver que se han sancionado leyes que al poco tiempo 
terminaron siendo modificadas porque contenían graves errores o inconstitucionalidades manifiestas, lo 
cual no es menor. 


SEÑORA PERCOVICH.- Me parece bien que en la próxima sesión concurran los representantes del 
Instituto de Derecho Procesal y de la Suprema Corte de Justicia a expresar sus opiniones con relación 
a esta iniciativa. Comparto con el señor Presidente la idea de que aquí hay dos concepciones distintas 
que se expresan en las propias cátedras. Por ello, es importante que quede constancia en la versión 
taquigráfica de esas diferencias porque, en caso de que este anteproyecto sea aprobado con las 
modificaciones que sea del caso introducir y pase a la Cámara de Representantes, también servirá de 
antecedente. Siempre es bueno que quede constancia en la versión taquigráfica de las distintas 
Opiniones. 


Además, me parece bien que todo se realice en la sesión del martes de la semana que 
viene. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, según lo acordado, quedan convocados para la próxima 
sesión los miembros de la Suprema Corte de Justicia y del Instituto de Derecho Procesal. 


A continuación, la Mesa propone que se pase a considerar el artículo único del proyecto de ley 
aprobado por la Cámara de Representantes, por el que se declara el 28 de mayo de cada año “Día del 
Trabajador de la Industria Frigorífica”. 


(Apoyados) 
- Léase el artículo único. 
(Se lee:) 


“Artículo único.- Establécese el 28 de mayo de cada año como “Día del Trabajador de la 


Industria Frigorífica”. 
- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 
- 6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Corresponde designar el miembro informante. 

SEÑORA PERCOVICH.- Propongo al señor Presidente de la Comisión, Senador Gargano. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Al existir acuerdo y no habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 54 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


